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I. RESUMEN

1. El 27 de junio de 2003, el señor Manuel Tejeda Ruelas, en nombre propio (en adelante la “presunta víctima” o el “peticionario”) presentó una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”), contra el Estado de México (en adelante, “el Estado”, “México” o el “Estado mexicano”), porque se le habría negado en forma arbitraria su pensión de viudez, asunto que habría sido ratificado por las instancias judiciales.

2. El peticionario alega que el Estado habría violado en su perjuicio los derechos reconocidos en los artículos 8.1, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o “Convención Americana”) y que ha agotado los recursos disponibles de la jurisdicción interna. 

3. Por su parte, el Estado alega que en la determinación de sus derechos, el señor Manuel Tejeda Ruelas, fue oído con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por tribunales competentes, independientes e imparciales, establecidos con anterioridad por la ley.  Asimismo, indica que se le respetaron los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, en condiciones justas y equitativas, sin discriminación, con un trato igual ante la ley.  Indica que el peticionario pretende emplear a la CIDH como otra instancia para obtener un resultado favorable a sus intereses. Finalmente, alega que el peticionario podría haber interpuesto un recurso de inconformidad y recurso de revisión.

4. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que el caso es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA

5. El 27 de junio de 2003 la Comisión recibió una denuncia presentada por Manuel Tejeda Ruelas y le asignó el número 473-03. El 14 de octubre de 2003 transmitió las partes pertinentes al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante el “Reglamento”). La respuesta del Estado fue recibida el 16 de diciembre de 2003. 
6. Además, la CIDH recibió información del peticionario en las siguientes fechas: 15 de junio de 2004, 24 de febrero de 2005 y 11 de mayo de 2007. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.
7. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado en las siguientes fechas: 2 de noviembre de 2004 y 7 de septiembre de 2005.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. El peticionario

8. El peticionario indica que el 19 de junio de 1975 contrajo matrimonio con la señora Mercedes Reyes Baca.  Señala que su esposa estaba asegurada en el Instituto Mexicano del Seguro Social (en adelante el “IMSS”), y el 12 de febrero de 1994 obtuvo una pensión "por cesantía en edad avanzada", que se concede a quienes dejan de trabajar debido a la edad.  

9. Dado el fallecimiento de su esposa, el 24 de mayo de 1997, indica que el 13 de diciembre de 1999 solicitó una pensión de viudez. Señala que la Dirección de Prestaciones Económicas y Sociales del IMSS, por conducto de la Coordinación de Prestaciones Económicas y Sociales, resolvió el 4 de enero de 2000 negarle la pensión, bajo el fundamento de que no cumplía con lo previsto en el artículo No. 152 de la Ley del Seguro Social.  Informa que el 9 de febrero de 2000, presentó ante el Consejo Consultivo Delegacional del IMSS un recurso de inconformidad, el cual fue declarado infundado mediante resolución de fecha 6 de marzo de 2000.  Indica que el Consejo Consultivo estableció que no se había demostrado “al momento de solicitar la pensión” que se encontraba incapacitado y que había dependido de su extinta cónyuge.  
10. El peticionario cuestiona la referida resolución alegando que el mencionado artículo No. 152, requiere que el “quejoso demuestre incapacidad y dependencia económica de la asegurada fallecida”, requisito que no se solicita a las viudas de los asegurados.  Sostiene que si el matrimonio es una unión legal que da derechos y confiere obligaciones a ambos contrayentes, debe considerarse que si es posible que la esposa o concubina del asegurado o pensionado pueda gozar de la pensión de viudez a la muerte de éste, sin cumplir mayores requisitos que acreditar el matrimonio o concubinato, lo justo e igualitario sería que el marido viudo tenga ese mismo derecho.  En ese sentido, alega que la  disposición viola el principio de igualdad entre el hombre y la mujer, consagrado en la Constitución.  Asimismo, alega que dicha norma estuvo vigente hasta el 30 de junio de 1997, por lo cual habría sido indebidamente aplicada a su caso.  

11. Indica además que durante este procedimiento se le realizó un estudio médico y se determinó que "no se configura un estado de invalidez en viudo".  Cuestiona que se pretenda que “a sus 67 años de edad obtenga un trabajo remunerado cuando los jóvenes de 30 años o menos no pueden obtener una ocupación laboral”.  Aduce que dada Ia situación económica del país y las penurias de las personas mayores de 60 años, la pretensión del Estado en cuanto a que se encuentra en capacidad de trabajar resulta injustificada.

12. En ese contexto, el 7 de agosto de 2000 promovió una demanda ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal para que se le otorgara la pensión de viudez reclamada.  Indica que dicha Junta dictó laudo arbitral el 23 de octubre de 2002, resolviendo absolver al IMSS de las prestaciones reclamadas en su demanda.  En esa etapa procesal, indica que se le negó la pensión solicitada con el fundamento de que no presentó copias certificadas, sino copias simples, y por tanto no había probado su matrimonio, ni la defunción de su esposa.  En tales circunstancias, informa que interpuso un recurso de amparo directo ante el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, argumentando que la referida resolución vulneraba en su perjuicio los artículos 4, 14 y 16 de la Constitución Mexicana.  Señala que el 10 de abril de 2003 le denegaron el amparo solicitado con el fundamento de que las copias que ofreció como pruebas carecían de valor legal.
13. Sostiene que se vulneraron sus derechos con una valoración inexacta y formalista de las pruebas documentales presentadas, las que alega, se encontraban correctamente certificadas por un notario público con más de treinta años de experiencia.  Concretamente, señala que las actas adjuntadas a las actuaciones de su expediente no son "copias fotostáticas susceptibles de alteración", como lo señalaron los juzgadores en primera instancia, ni "copias carentes de valor legal", como lo sostuvieron los jueces de la segunda instancia; sino copias debidamente certificadas por un fedatario público en ejercicio de sus funciones.  Considera el peticionario que los magistrados “se encuentran listos para fallar cualquier asunto que les sea sometido a su jurisdicción, siempre a favor del Instituto Mexicano de Seguridad Social, cuando esta es la institución demandada”.

14. Añade que los criterios para negarle la pensión fueron diferentes en sede administrativa y en sede judicial, dado que en la primera sí se habría reconocido su matrimonio y la defunción de su esposa.  En efecto, el peticionario señala que en sede judicial, se le negó la pensión porque no habría probado su matrimonio ni la defunción de su esposa, no obstante a que anteriormente dichos hechos habrían sido reconocidos por el IMSS, dado que en dicha instancia se le habría negado su pedido por no reunir los requisitos del referido artículo 152.  En adición señala que el propio Estado en el trámite de la petición ante la CIDH habría reconocido su matrimonio.
15. Expresa que el Estado no puede alegar que no se violaron sus derechos humanos, en virtud de que estuvieron a su alcance "los recursos efectivos y adecuados" y que "no hubo retardo injustificado en su resolución", dado que se vulneró en su perjuicio, además del derecho a la igualdad ante la ley, el derecho a la tutela judicial efectiva.  Enfatiza al respecto, que las pruebas que aportó en el expediente que se tramitó ante los tribunales mexicanos, constituyen pruebas documentales que debieron tener valor probatorio pleno, por lo que su indebida valoración trascendió al resultado del fallo y determinó que sus argumentos legales no fueran analizados. 
16. Con respecto a los alegatos estatales de que no habría agotado los recursos de la jurisdicción interna porque no habría interpuesto el recurso de revisión, alega que no resulta procedente dado que de conformidad a la legislación interna dicho recurso procede “cuando los tribunales colegiados de circuito decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República o por los Gobernadores de los Estados o cuando se interprete un precepto de la Constitución”.  Precisa que ninguno de tales supuestos se presentaban en su caso.   
17. En suma el peticionario alega que se han violado los artículos 8.1, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su perjuicio y que ha agotado todos los recursos disponibles de la jurisdicción interna.  

B.
El Estado

18. El Estado indica que la señora Mercedes Reyes Baca fue pensionada por cesantía de edad avanzada el 12 de febrero de 1994 y que en consecuencia, según el derecho interno, a las pretensiones del peticionario le resulta aplicable la Ley del Seguro Social publicada el 12 de marzo de 1973, vigente hasta el 30 de junio de 1997.  

19. El Estado ratificando las fechas proporcionadas por el peticionario, indica que la señora Reyes Baca falleció el 24 de mayo de 1997 y que aquél interpuso una solicitud de pensión de viudez el 13 de diciembre de 1999.  Señala que la solicitud se analizó a la luz de lo establecido en el artículo No. 152 de la referida Ley del Seguro Social del año 1973, el cual textualmente dispone:

Tendrá derecho a la pensión de viudez la que fue esposa del asegurado o del pensionado. A falta de esposa tendrá derecho a recibir la pensión, la mujer con quien el pensionado o asegurado vivió come si fuera su marido, durante los cinco años que hubiere tenido hijos, siempre que ambos hayan permanecido libres de matrimonio durante el concubinato. Si al morir el asegurado o pensionado tenia varias concubinas, ninguna de ellas tendrá derecho a recibir la pensión.

La misma pensión le corresponderá al viudo que estuviese totalmente incapacitado y que hubiese dependido económicamente de la trabajadora asegurada o pensionada fallecida.  

20. El Estado precisa que, en virtud de la legislación, para el otorgamiento de una pensión de viudez a un varón, éste debe acreditar dos circunstancias: 1. estar totalmente incapacitado, y; 2. haber dependido económicamente de la pensionada fallecida.  Con relación al requisito referido al estado de capacidad del solicitante, señala que el 30 de abril de 1999, se le realizó al peticionario un estudio médico con la finalidad de que el Área de Salud en el Trabajo del IMSS, valorara si se encontraba incapacitado y, en su caso, si esa incapacidad le impedía desarrollar algún trabajo remunerado.  Indica que de aquel estudio se desprendió que “no se configura un estado de invalidez en viudo”.  Al respecto, añade que el resultado de dicho dictamen pudo haber sido recurrido mediante el recurso de inconformidad, contemplado en la Ley del Seguro Social y el Reglamento del Recurso de Inconformidad
, pero que el peticionario no hizo valer este medio de defensa, por lo que de manera tácita aceptó el resultado de dicho dictamen.

21. Además, indica que en cuanto a la dependencia económica, dicha circunstancia no quedó acreditada en el sentido de que no basta demostrar que existió matrimonio para suponer que de esa relación existía la dependencia económica.  Por lo tanto, alega que con fundamento en la falta de cumplimiento con lo señalado en la citada normativa, se le denegó la pensión de viudez solicitada por el peticionario mediante resolución de la Coordinación de Prestaciones Económicas del 4 de enero de 2000.  

22. Respecto al planteamiento del peticionario en el sentido de que la resolución del 4 de enero de 2000 contenía una fundamentación errónea, dado que bajo su consideración la ley que debió aplicarse era la que entró en vigor en el mes de julio de 1997 y no la ley del año 1973, señala que el Consejo Consultivo del IMSS estableció que el derecho a solicitar una pensión de viudez, nació estando en vigor la ley del año 1973, por lo que la resolución que negó la pensión de viudez al peticionario, reunía los requisitos esenciales de fundamentación y motivación, además de respetar sus garantías de seguridad jurídica y legalidad.

23. En cuanto a los recursos judiciales interpuestos, el Estado hace referencia de manera coincidente con el peticionario a las acciones intentadas y sus resultados, con relación a la demanda laboral interpuesta ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje; y al recurso de amparo interpuesto ante el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, para cuestionar la resolución de la referida Junta Federal de Conciliación.  
24. El Estado alega que durante los procedimiento realizados en ambos tribunales, los magistrados revisaron si el peticionario comprobaba su matrimonio y la defunción de la señora Mercedes Reyes Baca. Al respecto, indica que todos los juzgadores fueron coincidentes en concluir que el señor Tejeda Ruelas no logró acreditar su situación de viudez, por lo que no fue necesario resolver las otras cuestiones planteadas.  Manifestó que para que los tribunales conocieran de la alegada discriminación, era necesario que el demandante comprobara la legitimidad de la causa, la cual dependía de su situación de viudo.  Dado que el peticionario no probó su relación matrimonial con la señora Mercedes Reyes Baca, y que tampoco documentó de manera correcta su defunción, no resultó necesario juzgar sobre la constitucionalidad del artículo 152 de la Ley del Seguro Social.  

25. Por otra parte, adiciona que en instancia de amparo se confirmó la resolución cuestionada, bajo la consideración de que las pruebas documentales presentadas carecían de valor probatorio. Sostiene al respecto, que el señor Tejeda Ruelas conocía que constituye un requisito sine qua non presentar el acta de matrimonio y de defunción en forma original y que no se le puede conceder valor probatorio a las pruebas documentales fotostáticas, si al ofrecerlas no se cumple con los siguientes requisitos de forma: a) acompañarlas de su original; b) a falta del anterior, ofrecer cotejo con su original; c) a falta del citado cotejo, que la propia documental fotostática se encuentre certificada por un funcionario con fe pública que manifieste haber tenido el original a la vista y que ambos concuerden en todas sus partes.

26. Por lo que se refiere a este último requisito, precisa que si bien el señor Tejeda Ruelas presentó documentales certificadas por el Notario Público No. 126 del Distrito Federal, dicha certificación no cumplió con los requisitos específicos que establecen los artículos 40, 56 fracción II y 98 de la Ley del Notariado
.  Expresa que del análisis de las documentales presentadas por el peticionario, se advierte que aparece el sello del notario al frente de las hojas, pero no la firma o media firma del mismo como lo exige el artículo 56 de la Ley del Notariado para el Distrito Federal. Sostiene que las resoluciones de la Junta de Conciliación y Arbitraje y del Tribunal Colegiado de Circuito respectivamente, fundaron y motivaron sus sentencias de manera clara y adecuada, por lo que concluye que no se violaron las garantías de legalidad y seguridad jurídica del señor Manuel Tejeda Ruelas.

27. Además, enfatiza que con sus alegatos ante la CIDH, no pretendió reconocer una relación que, según el peticionario, existió con la señora Mercedes Reyes Baca.  Precisa que si bien, en su primera respuesta a la petición, se refirió a la señora Mercedes Reyes Baca, como esposa del señor Manuel Tejeda Ruelas, esto lo realizó en consideración de los argumentos del peticionario expuestos en su petición, lo que no implica que exista un reconocimiento de tal relación.

28. En suma, expone que el caso del señor Manuel Tejeda Ruelas, ha sido juzgado de manera efectiva y expedita por los tribunales internos en apego a la legislación nacional y a las garantías individuales.  Añade que aunque el resultado de los recursos empleados por el peticionario no le favorecieron, ello no es razón para argumentar una violación a la Convención ya que "la protección judicial [...] comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad pero nunca la garantía de un resultado favorable dado que en si mismo, un resultado negativo emanado de un juicio justo no constituye una violación a la Convención", de conformidad a la jurisprudencia de la Corte Interamericana.

29. Por otra parte, planteó que las resoluciones emitidas por las autoridades no se relacionan con cuestiones de género, sino con legalidad y certeza jurídica, pues están basadas en el orden jurídico interno, situación que no transgrede la igualdad ante la ley.  Manifiesta que de declararse admisible el caso, la CIDH tendría que evaluar la actuación de los tribunales respecto a la aplicación de la legislación nacional en cuanto a la calificación de pruebas documentales y la regulación del ejercicio notarial, constituyéndose en instancia revisora, sobrepasando su condición de subsidiariedad. 

30. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el Estado se refiere a los mismos recursos a que hace referencia el peticionario.  No obstante, corresponde indicar que en sus primeras comunicaciones, indicó que el peticionario había agotado los recursos internos disponibles legalmente para la salvaguarda de sus derechos fundamentales y que el sistema interamericano no constituye una cuarta instancia, como el peticionario pretende hacer valer, sino que su jurisdicción es supletoria del derecho interno en materia de violaciones a los derechos humanos.  Sin embargo, en comunicaciones posteriores, el Estado alegó que el peticionario no agotó los recursos de la jurisdicción interna, señalando que si a consideración del peticionario, la sentencia de amparo emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito en Materia de Trabajo del Primer Circuito, trasgredía sus derechos, tuvo la oportunidad de interponer el recurso de revisión, previsto en el artículo 83 de la Ley de Amparo
.  Al respecto, alega que el peticionario no hizo valer este derecho, omisión que no puede ser atribuible al Estado.

31. En conclusión, alega que en la determinación de sus derechos, el señor Manuel Tejeda Ruelas, fue oído con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por tribunales competentes, independientes e imparciales, establecidos con anterioridad por la ley.  Asimismo indica que se respetaron los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, en condiciones justas y equitativas, sin discriminación, con un trato igual ante la ley; y por ende se presume que el peticionario pretende otra instancia para obtener un resultado favorable a sus intereses. 

IV.
ANÁLISIS
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión Interamericana
32. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado mexicano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana y en otros instrumentos internacionales. Por lo anterior, la CIDH tiene competencia ratione personae para conocer la presente petición.

33. La CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado. 

34. La CIDH tiene competencia ratione temporis, por cuanto los hechos alegados habrían tenido lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención ya se encontraba en vigor para México, dado que es parte de la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en que depositó el instrumento de adhesión respectivo. Finalmente, la CIDH tiene competencia ratione materiae porque en la petición se denuncian violaciones a derechos humanos protegidos en la Convención Americana.

B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
35. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.

36. El peticionario alega que ha agotado los recursos disponibles de la jurisdicción interna. 

37. Por su parte, el Estado alega que en la determinación de sus derechos, el peticionario fue oído con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por tribunales competentes, independientes e imparciales, establecidos con anterioridad por la ley.  Sin perjuicio de ello, alega que el peticionario podría haber interpuesto un recurso de inconformidad en contra del resultado del estudio médico que se le práctico para verificar su estado de capacidad; y que además no habría intentado el recurso de revisión con respecto a la decisión que le denegó el amparo, de conformidad a lo previsto en el artículo 83 de la Ley de Amparo.

38. La Comisión considera pertinente señalar primeramente, que a efectos de determinar si se verifica el cumplimiento del requisito convencional del previo agotamiento de los recursos internos, corresponde precisar el objeto del reclamo y analizar las acciones interpuestas en sede interna con relación a la situación denunciada.  En ese orden de ideas, la Comisión señala que el objeto del reclamo en el presente caso refiere al rechazo de una pensión por viudez en presunto perjuicio del peticionario, que se habría verificado en forma discriminatoria, contra el principio de igualdad ante la ley y además, los tribunales mexicanos habrían realizado una indebida valoración de las pruebas aportadas por el peticionario.
39. En cuanto a los alegatos referidos tanto a la igualdad ante la ley, como a la presunta falta de debido proceso y protección judicial, la CIDH observa que el peticionario interpuso una serie de recursos en sede interna, respecto de los cuales existe conformidad entre ambas partes, salvo lo referido a la falta de interposición del recurso de inconformidad y del recurso de revisión.

40. La CIDH observa que si bien el peticionario no interpuso un recurso de inconformidad en cuanto al dictamen médico en sí mismo, si lo hizo con respecto a la resolución de la Dirección de Prestaciones Económicas y Sociales del IMSS, la cual resolvió el 4 de enero de 2000 negarle el otorgamiento de la pensión requerida.  En efecto, de la información presentada por las partes se desprende que el peticionario el 9 de febrero de 2000, presentó ante el Consejo Consultivo Delegacional del IMSS un recurso de inconformidad, el cual fue resuelto mediante resolución de fecha 6 de marzo de 2000, declarándose infundado.

41. Posteriormente, el 7 de agosto de 2000 promovió una demanda ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal para que se le otorgara la pensión de viudez reclamada y el 23 de octubre de 2002 resolvió absolver al IMSS, dado que el demandante no acreditó fehacientemente los presupuestos requeridos por ley, entre ellos “el matrimonio del demandante y la fallecida, ni la defunción de esta”, estableciendo el Tribunal que las documentales carecen de valor probatorio al ser copias fotostáticas susceptibles de alteración.

42. El recurso de amparo, fue rechazado mediante sentencia del Cuarto Tribunal Colegiado en materia del Trabajo del Primer Circuito, de fecha 10 de abril de 2003.  La sentencia estableció que “el quejoso exhibió copias que no cumplen con los requisitos de ley”, las mismas carecen de valor probatorio y por ende lo determinado por la Junta, en cuanto a restarle valor probatorio fue ajustado a derecho.  Además, el Tribunal estableció que no correspondía referirse los alegatos de falta de igualdad ante la ley señalando al respecto:

…en estas condiciones, debe decirse que el concepto de violación en el que se alega la inconstitucionalidad del artículo 149 de la Ley del Seguro Social, resulta inatendible, […] en el sentido de que el actor, ahora peticionario de garantías no demostró haber sido esposo de la trabajadora Mercedes Reyes Baca, ni su defunción
.

43. En virtud de lo expuesto, la CIDH considera que el peticionario agotó los recursos internos y que no resultaba necesaria la interposición de un recurso de revisión, porque además de constituir un recurso de naturaleza extraordinaria, se encuentra diseñado de conformidad a la normativa del artículo 83 de la Ley de Amparo para cuestionar las resoluciones que en materia de amparo directo, pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito. 

44. En consecuencia, la Comisión considera que la petición satisface el requisito de agotamiento de los recursos internos establecido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

2.
Plazo para presentar la petición

45. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.

46. En relación con la presente petición, la CIDH ha establecido que los recursos internos se agotaron con la decisión del Cuarto Tribunal Colegiado en materia de Trabajo del Primer Circuito, de fecha 10 de abril de 2003, y que la petición fue presentada ante la CIDH el 27 de junio de 2003.  En consecuencia, la Comisión concluye que este requisito se encuentra satisfecho.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales

47. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d y en el artículo 47.d de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados

48. Según ya ha manifestado la Comisión en otros casos, no corresponde en esta etapa del procedimiento establecer si se verifica o no una violación de la Convención Americana. A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir simplemente si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención Americana, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre el fondo del reclamo. En la presente etapa la CIDH debe realizar una evaluación prima facie que no implica un juicio previo o el adelanto de una opinión sobre el fondo.  Su propio Reglamento refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizarse a los fines de declarar una petición admisible y la requerida para determinar si efectivamente se verifica la responsabilidad del Estado, al establecer etapas claramente diferenciadas para el estudio de la admisibilidad y el fondo. 

49. En el presente caso, el peticionario alega la violación por parte del Estado a la igualdad ante la ley, al debido proceso y a la protección judicial por la aplicación de normativa discriminatoria y en virtud de que no se le habría otorgado validez probatoria a los documentos que aportó en los procedimientos internos para la determinación de sus derechos. Sostiene que se vulneraron sus derechos con una valoración inexacta y formalista de las pruebas documentales presentadas, las que alega, se encontraban correctamente certificadas por un notario público con más de treinta años de experiencia.  
50. El Estado por su parte, alega que en la determinación de sus derechos, el señor Tejeda Ruelas, fue oído con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por tribunales competentes, independientes e imparciales, establecidos con anterioridad por la ley. Expresa que durante los procedimientos realizados ante los tribunales, los juzgadores fueron coincidentes en concluir que el peticionario no logró acreditar su situación de viudez, por lo que no fue necesario resolver las otras cuestiones planteadas, como por ejemplo, la alegada discriminación del artículo 152 de la Ley del Seguro Social.
51. Al respecto, la Comisión observa que el Tribunal de amparo consideró que devenía innecesario pronunciarse sobre la presunta falta de igualdad ante la ley porque el señor Tejeda Ruelas no acreditó su matrimonio con la señora Reyes Baca y en consecuencia su estado de viudez. En cuanto a la valoración probatoria, en la sección pertinente de la sentencia de amparo, el Tribunal estableció:

Sin embargo, del análisis de dichas documentales se advierte que sólo aparece el sello de notario al frente de las hojas, pero no así la firma o media firma del notario como lo exige el artículo 56 de la Ley del Notariado.

No es óbice a lo anterior, que en la copia del acta de matrimonio se hubiese agregado un anexo en la unión, en la que aparece el sello y la firma del notario, porque ello es relativo a la naturaleza del propio anexo, más no para cumplir con el requisito de ley que lo obliga a poner la firma o media firma en la hoja a certificar.

Es aplicable al caso, la tesis sustentada por el pleno de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, […] COPIAS COTEJADAS POR NOTARIO. REQUISITOS QUE DEBEN CONTENERLAS CERTIFICACIONES DE AQUELLAS (LEY DEL NOTARIADO PARA EL DISTRITO FEDERAL).- De conformidad con los artículos 40,56, fracción IV, y 98, de la Ley del notariado para el Distrito Federal, las copias mecanográficas, fotostáticas o de cualquier otra clase de documentos, cotejadas con sus originales por los notarios del Distrito Federal, deben contener los siguientes requisitos: a). Sello de autorizar impreso en cada hoja de copia cotejada; b).Firma o media firma de cada hoja de la copia; c)Certificación del notario, en la que haga constar que la copia es fiel reproducción de su original y número y fecha del registrote cotejo en que conste lo anterior; y d). Autorización de la certificación puesta por el notario mediante su firma y sello[…] Si en la copia no consta la satisfacción de los requisitos mencionados, la certificación carece de validez. Por lo tanto, carecen de valor probatorio pleno las certificaciones de documentos que en estos términos se expidan, ya que no cumplen los requisitos de validez que contempla el artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al juicio de amparo, resultando no aptas, las copias fotostáticas exhibidas sin estos elementos para demostrar en el juicio la existencia de los supuestos de facto de los que depende el interés jurídico del quejoso.

Luego si el quejoso exhibió copias que no cumplen con los requisitos de ley antes mencionados, las mismas carecen de valor probatorio alguno, y por ende, lo determinado por la Junta de conocimiento, en cuanto a restarle valor probatorio fue ajustado a derecho.

En este orden de ideas, al no ser violatorio de garantías el laudo reclamado, lo que procede es negar el amparo y protección de la Justicia Federal solicitado
.

52. Al respecto, la Comisión considera importante destacar que conforme a la jurisprudencia del sistema interamericano, no se encuentra facultada para revisar “las sentencias dictadas por los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia, aplicando las debidas garantías judiciales, a menos que encuentre que se ha cometido una violación de alguno de los derechos amparados por la Convención Americana”
. La Comisión ha sostenido reiteradamente al respecto que:
Conforme al preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la protección internacional que otorgan los órganos del sistema regional es de carácter complementario. En consecuencia, la Comisión no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de hecho o de derecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales que hayan actuado dentro de los límites de su competencia, salvo que existiera evidencia inequívoca de vulneración de las garantías del debido proceso consagradas en la Convención Americana
.

53. De éste modo, la Comisión carece de competencia para sustituir su juicio por el de los tribunales nacionales sobre cuestiones que involucren la interpretación y explicación del derecho interno o la valoración de los hechos.  Por tanto, la protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad, pero nunca la garantía de un resultado favorable
. Así, la interpretación de la ley, el procedimiento pertinente y la valoración de la prueba es, entre otros, el ejercicio de la función de la jurisdicción interna, que no puede ser remplazado por la CIDH
.
54. A la luz de las anteriores consideraciones, lo que se desprende de los alegatos de las partes y de los documentos aportados, es que los Tribunales rechazaron los recursos interpuestos por el peticionario en virtud de su incumplimiento de los requisitos probatorios del derecho interno, situación que corresponde en un primer momento a las autoridades judiciales nacionales, y que en este caso no presenta una cuestión bajo la Convención Americana que caracterice una potencial violación a la misma.

55. En adición, en el presente caso, la Comisión no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir de las actuaciones judiciales, acciones u omisiones que tiendan a caracterizar violaciones al debido proceso bajo la Convención Americana.  

56. Desde dicha perspectiva, el objeto de la petición se presentaría como una solicitud de revisión de la decisión en sede interna, dado que no se evidencia una manifiesta arbitrariedad en el proceso y los fundamentos del fallo mencionado se observan, prima facie, objetivos y razonables.  

57.
En suma, de los alegatos de las partes y de la prueba obrante en el expediente, no se desprenden hechos que caractericen violación al derecho de protección y garantías judiciales ni que se haya impedido a la presunta víctima el acceso a los recursos de jurisdicción interna.  La Comisión concluye que, a la luz de lo anteriormente expuesto, los hechos alegados no tienden a caracterizar una violación de derechos reconocidos en la Convención Americana y, por tanto, la petición debe ser declarada inadmisible.

V.
CONCLUSIONES

58.
Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible de conformidad con lo establecido en el artículo 47.b de la Convención Americana, debido a que no expone hechos que constituyan violación alguna a los derechos protegidos por dicha Convención.

59.
Dadas las consideraciones que anteceden,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1.
Declarar inadmisible la presente petición, conforme al artículo 47.b de la Convención.

2.
Notificar esta decisión a las partes.

3.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
� El Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.


� El Estado informa que el artículo 274 de la Ley del Seguro Social establece: "Cuando los patrones y demás sujetos obligados, así como los asegurados o sus beneficiarios consideren impugnable algún acto definitivo del Instituto, podrán recurrir en inconformidad, en la forma y términos que establezca el reglamento [...]".


� El Estado cita que la ley del Notariado para el Distrito Federal de 1994 establece en sus artículos 40 y 56:


Artículo 40. El sello de autorizar se imprimirá en el ángulo superior izquierdo del anverso de cada hoja del libro o en cada folio que se vaya a utilizar, debiendo imprimirse también cada vez que el notario autorice una escritura, acta, testimonio o certificación.


Artículo 56. El libro de registro de cotejos y su respectivo apéndice que se refiere el articulo 42 de esta Ley, se regirán por lo siguiente:...IV.- el notario certificada con su sello y firma la o las copias cotejadas, haciendo constar en ellas que son fiel reproducción de su original o copia certificada que tuvo a la vista, así como el numero y fecha del registro que les corresponda".


� El Estado cita que dicha normativa establece que "procede el recurso de revisión:


V. Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la Republica de acuerdo con la fracción I del articulo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.


La materia del recurso se limitara, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.


En todos los cases a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del termino de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravies correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de este."


� Cuarto Tribunal Colegiado en materia del Trabajo del Primer Circuito. Sentencia de 10 de abril de 2003.


� Cuarto Tribunal Colegiado en materia del Trabajo del Primer Circuito. Sentencia de 10 de abril de 2003.


� CIDH, Informe No. 8/98, Caso 11.671, Carlos García Saccone (Argentina), 2 de marzo de 1998, párr. 53.


� CIDH, Informe No.122/01, Petición 0015/00, Wilma Rosa Posadas (Argentina), 10 de octubre de 2001, párr. 10.


� CIDH Informe No. 39/96, Caso 11.773, S. Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, Informe No. 48/98, Caso 11.403, Carlos Alberto Marín Ramírez (Colombia), 29 de septiembre de 1998, párr. 42.


� CIDH, Informe No. 39/05 (Perú), Petición 792/01, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre 9 de marzo de 2005.





